CIUDADANOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE ESTA
H. LIX LEGISLATURA DEL ESTADO,

PRESENTE:

  A la Comisión de Hacienda y Presupuestos de esta LIX Legislatura del Estado de Jalisco, le fue turnada para su análisis y elaboración del dictamen  correspondiente, la “INICIATIVA DE LEY PARA LA PROMOCIÓN RESPONSABLE DEL MEDIO AMBIENTE”, Iniciativa presentada por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la atribución que les confiere el artículo 28, fracción I de la Constitución Política, así como 22, fracción I, 147, numeral 1, fracción I  y 149 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del estado de Jalisco. 

Esta Comisión de Hacienda y Presupuestos, con fundamento en las facultades que nos confiere los artículos 64, 89, fracción I, 157, numeral 1 y además relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, después de analizar el contenido de la iniciativa referida, sometemos a consideración de los integrantes de esta Honorable Soberanía, el presente dictamen con base en la siguiente:

PARTE EXPOSITIVA
I. Que en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 106 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del estado de Jalisco, fue turnada a esta Comisión de Hacienda y Presupuestos, la Iniciativa de Ley para la Promoción Responsable del Medio Ambiente, para su estudio, análisis y dictaminación. 

II. Que conforme a lo establecido en el artículo 107, primer párrafo de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, la referida Iniciativa fue designada al Diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, para la formulación del proyecto de dictamen correspondiente.

III. La mencionada Iniciativa, en materia del presente dictamen, contiene la siguiente exposición de motivos:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El desarrollo sustentable 

El ideario político del Partido Acción Nacional postula, como eje de la acción política, la búsqueda y construcción permanente del bien común, a través de la promoción del desarrollo humano sustentable, al que definen los principios panistas como “el proceso de aumento de las capacidades y la libertad de las personas para vivir dignamente, sin comprometer el potencial de las generaciones futuras”.

La condición de sustentable, según estas premisas,  es un requisito esencial de cualquier cambio en las condiciones de vida, si se pretende llamarlo desarrollo. De tal afirmación se colige que el desarrollo, para ser autentico, “implica que los intereses de las generaciones futuras reciban la misma atención que los de la presente”.

Para conseguir ese contenido, “en el desarrollo integral y en la calidad de vida de las personas de las generaciones presentes y futuras”, Acción Nacional pone de realce el carácter imprescindible de “un medio ambiente sano”, y preconiza así “una política de desarrollo sustentable [que] debe lograr que los costos sociales y ambientales de los bienes y servicios se vean reflejados en términos económicos, con el fin de promover patrones de producción y consumo sanos”.

“Asimismo- continúa la doctrina panista-, es importante promover la inversión y el uso de tecnologías limpias, que eviten y minimicen el impacto ambiental causado por el crecimiento económico. Se requiere de un uso más amplio de instrumentos económicos, legales, informativos y educativos, así como incentivos claros entre productores, inversionistas, consumidores y la sociedad en general, ante la utilización de esos patrones y tecnologías”. 

El papel de la iniciativa privada

Esta iniciativa, inspirada en el ideario humanista que defiende Acción Nacional, parte del reconocimiento del papel decisivo que tienen las empresas tiene en la protección del medio ambiente, en virtud de su inexcusable capacidad para adoptar políticas, programas y acciones de gestión ambiental que ayuden a frenar el impacto de las actividades productivas sobre el ecosistema.

Es cierto que las empresas responsables son conscientes de la importancia de proteger el medio ambiente, y que en México y en todo el mundo muchas organizaciones, de forma individual, han emprendido acciones y han adoptado procesos de protección y preservación del ambiente. 

Es cierto también que en el ámbito internacional se han generado numerosas iniciativas para que los agentes económicos minimícenlos impactos perjudiciales de su actividad productiva sobre el medio ambiente, abriendo la puerta a la generación de normas y convenios sobre la adopción de normas y lineamientos de gestión ambiental, ya sean de cumplimiento coercible o de adhesión voluntaria mediante esquemas de autorregulación. 

Las normas ambientales

Entre tales normas, descuella la establecida por la Organización Internacional   para la Estandarización, conocida como ISO 14001, enfocada a cualquier organización que, dentro del marco de deberes establecido por la legislación ambiental, busque mejorar sus impactos sobre el ambiente. 

La norma en comento, cuyo cumplimiento exigen una cantidad considerable de empresas transnacionales en todas sus transacciones comerciales y cadena de suministro, fue diseñada precisamente para lograr el equilibrio entre el mantenimiento de la rentabilidad y la reducción de los impactos en el medio ambiente.

El papel del Estado en la conservación del ambiente. 

Empero, es evidente que las acciones en pro de la sustentabilidad se potencian de una forma mucho más sobresaliente, cuando a las iniciativas de los agentes privados, o incluso por encima de éstas, se adiciona la función promotora y reguladora de las instituciones gubernamentales de cualquier ámbito. 

Descuellan, en este objetivo, las iniciativas emprendidas desde los Poderes Legislativos para la creación de un marco jurídico que igualmente es eficaz en el propósito de imponer obligaciones que en el de establecer incentivos para que los sectores productivos adopten tecnologías, procedimientos y mecanismos amigables con el ambiente. 

Fundamentos legales y constitucionales en México

En el caso de México, por principio constitucional “toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar”, y sobre esa base, “se dictaran las medidas necesarias para […] preservar y restaurar el equilibrio ecológico”, además de que, “bajo criterios de equidad social y productividad [el Estado] apoyara e impulsara a las empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente”.    

A partir de tales asertos de la norma fundamental, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en su artículo primero, declara como asuntos de interés público y orden social, “la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la protección al ambiente, en el territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción”. 

Así, en la distribución de competencias entre los diversos órdenes de gobierno, la misma Ley General atribuye a las entidades federativas, en su artículo 7˚, fracción XV, “la promoción de la participación de la sociedad en materia ambiental”.

La legislación en el Estado de Jalisco

Esa disposición constituye uno de los principales fundamentos legales que sustentan la iniciativa que a través de este documento se somete a la consideración del Congreso del Estado, aunque debe mencionares que, en congruencia con las normas que dimanan del pacto federal, la Constitución Política del Estado de Jalisco, en la fracción VII de su artículo 15, dispone que “las autoridades estatales y municipales, para la preservación de los derechos a que alude el artículo 4˚ de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, velaran por la utilización sustentable de todos los recursos naturales con el fin de conservar y restaurar el medio ambiente”. 

En concordancia con ese precepto, al referirse a la política ambiental, la Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Jalisco prevé, en su artículo 9˚, fracción VIII, que “el sujeto principal de la concertación ambiental lo son no únicamente los individuos, sino también los grupos y organizaciones sociales y privadas [de tal manera que] el propósito de la concertación de acciones ambientales es orientar positivamente la interrelación entre la sociedad para proteger el medio ambiente”, y sobre esa base, “en el ejercito de las atribuciones que las leyes confieran al gobierno del estado y los gobiernos municipales, para regular, promover, restringir, prohibir, orientar y, en general, inducir las acciones de los particulares en los campos económico y social, se consideran prioritariamente los criterios de fragilidad, vulnerabilidad, preservación, protección y fortalecimiento del equilibrio ecológico”.
La misma Ley reconoce que una de las herramientas más importantes para el éxito de la política ambiental la constituyen los instrumentos económicos. De esta manera, el artículo 12 previene que “los gobiernos del estado y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, diseñaran, desarrollaran y aplicaran instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la política ambiental”. Ese es, precisamente, el efecto que se persigue a través de esta iniciativa. 

Las acciones administrativas de promoción y del ambiente.

Para proveer a estos imperativos legales, y cumplir los compromisos adoptados por el Estado Mexicano ante la comunidad de naciones, desde la rama de la administración pública el Gobierno Federal han puesto en marcha múltiples iniciativas, entre las que destaca el Programa Especial de Cambio Climático 2008-2012, cuya misión consiste en promover y coordinar, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010 y sus Programas, la instrumentación de políticas y estrategias nacionales de cambio climático en los respectivos ámbitos de competencia.      

El Programa Especial de Cambio Climático [PECC]  es una iniciativa del Gobierno Federal elaborado de manera voluntaria, unilateral y con recursos propios, que muestra el interés de México para contribuir a la solución del problema del cambio climático, el cual constituye una de las mayores amenazas para el proceso de desarrollo, el bienestar humano y la integridad del capital natural. 

A través del ese documento, “el Gobierno de México reconoce que el cambio climático constituye el principal desafío ambiental global de este siglo, y que representa, a mediano y largo plazo, una de las mayores amenazas para el proceso de desarrollo y el bienestar humano”. 

Además de producir un desplazamiento de regiones climáticas, intensificación de sequias, inundaciones, huracanes intensos, derretimiento de glaciares, aumento en el nivel del mar, entre otros efectos, [el cambio climático] incide en la perdida de biodiversidad, así como en el deterioro de los recursos hídricos y de los servicios ambientales que proporcionan los ecosistemas.    

Enfrentar el cambio climático implica desarrollar de inmediato actividades de mitigación, o reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), y de adaptación, o reducción de la vulnerabilidad y de los riesgos para la vida, para el orden natural y el desarrollo. La eficacia de estas actividades aumenta significativamente cuando concurren diversos sectores en una estrategia de política transversal. 

Para los fines de esta iniciativa, resulta especialmente relevante subrayar que el mencionado programa instrumentado por el Gobierno Federal reconoce la necesidad de establecer programas y políticas concretos de beneficios y estímulos de tosa índole, para que los agentes productivos adopten tecnologías y procesos amigables con el ambiente. De manera literal, el Programa apunta que:

La espiración de mitigación de mediano y largo plazo descrita en el capítulo de Visión de Largo Plazo, requiere de la participación concertada de todos los sectores de la sociedad. Resulta particularmente relevante promover y fomentar lo antes posible la participación creciente del sector privado en los esfuerzos nacionales de mitigación, mediante mejoras legales y regulatorias, así como la mayor presencia de instrumentos económicos que estimulen las inversiones privadas en infraestructura que permita el mayor aprovechamiento de fuentes renovables de energía, el uso más eficiente de los recursos energéticos no renovables (incluyendo la cogeneración), el manejo sustentable de los desechos, así como acciones de mitigación en los sectores agropecuario y forestal.

Aplicaciones practicas en el Estado de Jalisco

El Plan Estatal de Desarrollo Jalisco 2030, reconoce la necesidad de aplicar a la estrategia general de desarrollo del estado, una serie de criterios de sustentabilidad que impulsen la conservación de la biodiversidad y el aprovechamiento de los recursos naturales, al tiempo que se promueve la cultura ambiental y el desarrollo armónico de las personas y los ecosistemas. 

Entre los objetivos que asume el Plan Estatal para conseguir esa sustentabilidad, destacan los relacionados con la reducción de emisores contaminantes a la atmosfera, los que tiene que ver con la aplicación de la normatividad ambiental para difundir el uso de alternativas energéticas y tecnológicas, y los tendientes a la aplicación de políticas de ordenamiento ecológico territorial y la Evaluación del impacto ambiental como instrumento de planeación  y desarrollo sustentable. 

A partir del Plan Estatal de Desarrollo, en los términos de la legislación imperante en materia de planeación, las autoridades estatales encabezadas por la Secretaría del Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable emitieron el Programa Sectorial número 11, “Preservación y Restauración del Medio Ambiente”, cuyo punto de partida es el reconocimiento de la necesidad de “establecer los objetivos, estrategias y prioridades para la atención en el cuidado, manejo y conservación de los recursos naturales mismos que se empatan con obras y actividades que desarrollan las dependencias del Gobierno del Estado de Jalisco, este programa tiene como principal objetivo el lograr la colaboración y realizar acciones conjuntas que permitan la coordinación en la realización de trabajos para el cuidado y la protección del medio ambiente, todo esto en beneficio de los jaliscienses y el patrimonio natural de Jalisco”. 

Este programa se integra por metas que tienen como finalidad la aplicación de criterios de sustentabilidad para impulsarla conservación de la biodiversidad en el Estado, el uso y aprovechamiento de los recursos naturales, así como la promoción de una cultura ambiental entre los diferentes sectores de la sociedad que permita un desarrollo armónico entre el ser humano y su entorno, también el monitorear, prevenir y controlar las emisiones contaminantes a la atmosfera a través de la aplicación de la normatividad ambiental, el impulsar la generación de conciencia para la utilización de alternativas energéticas y tecnológicas y el fortalecimiento en la aplicación de políticas del ordenamiento ecológico territorial y el fortalecimiento en la Evaluación del impacto ambiental como instrumento en la planeación y gestión para el desarrollo sustentable en Jalisco. 

A través de este producto legislativo se pretende contribuir a los objetivos del desarrollo del Estado enunciados en los instrumentos de planeación antes citados. 

Una experiencia municipal exitosa

En el ámbito municipal, el Ayuntamiento de Zapopan ha puesto el ejemplo al incluir en su iniciativa de ley de ingresos para el ejercicio fiscal del año 2011, incentivos a las llamadas “empresas verdes”, en los términos que a continuación se transcriben:                   

“V. Empresas verdes:

Las personas físicas o jurídicas que lleven a cabo acciones de desarrollo sustentable, protección del medio ambiente y prevención de la contaminación, y que se certifiquen bajo la norma ISO 14001-2004, así como aquellas que inviertan e tecnología, practicas, métodos y procesos de mejora en le manejo de residuos sólidos y que desarrollen acciones de minimización y valoración de los mismos, gozaran de los siguientes incentivos:
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 Para estos efectos la Dirección General de Ecología del Municipio con base  en el Programa Municipal para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos Sólidos Urbanos emitirá dictamen que avale estas acciones o inversiones e los términos del Reglamento para el Manejo de Residuos Sólidos del Municipio de Zapopan, Jalisco”. 

En el caso del municipio que se pone como ejemplo, al establecer estos incentivos, genera beneficios económicos para las empresas pues obtiene un ahorro importante al hacerse acreedores de la reducción de contribuciones municipales, pero la administración municipal también dejara de tener muchos gastos en materia de disposición de desechos y cuidado del medio ambiente.  
Contenido de la propuesta 

Quienes suscribimos esta propuesta hemos considerado que la iniciativa emprendida por el Ayuntamiento de Zapopan para establecer incentivos fiscales para aquellas empresas y organizaciones productivas que realicen acciones decididas a favor del ambiente deben ser producidas en todos los municipios del Estado, como una medida importante para la promoción del desarrollo sustentable al que aspiramos. 

Por eso se propone una reforma al Ley de Hacienda Municipal que se establezca para los contribuyentes de los impuestos sobre transmisiones patrimoniales y sobre negocios jurídicos, así como de los derechos aplicables a acciones urbanísticas.

De manera adicional se propone también una reducción de hasta el 50% de descuento de la licencia de construcción para los desarrollados inmobiliarios que utilicen sistemas de ahorro de energía en os hogares de tal manera, que el costo adicional que implican estos sistemas sean absorbidos en parte con el descuento aplicable.
Único:   Se adicionan la fracción XVI al artículo 112, la fracción VII al artículo 131 bis, así        

               como un párrafo al artículo 147, todos de Ley de Hacienda Municipal del Estado                              

               de Jalisco, para quedar como sigue:

Artículo 112.-………………………..

I a XIII. ………………………………….

XIV. Bis. Derogada;

XV. Cualquier otro acto o contrato por el que se transmitan bienes inmuebles o derechos sobre los mismos y 

XVI: las transmisiones que se realicen mediante actos o contratos objeto de este impuesto que se encuentren apegados a las normas aplicables al desarrollo sustentable y la protección al medio ambiente, serán beneficiados  con la aplicación de una tarifa de factor 0.4 sobre el monto del impuesto, o la aplicación de la tarifa que se establezca en la ley de ingresos correspondiente.
Tratándose de permutas, se considera que se efectúan dos adquisiciones

Artículo 131 bis.-….
I a VI………………………

VII.- A los contribuyentes que realicen actos o contratos objeto de este impuesto que se encuentren apegados a las normas aplicables al desarrollo sustentable y la protección al medio ambiente, serán beneficiados con la aplicación de una tarifa de factor 0.4 sobre el monto del impuesto, o la aplicación de la tarifa que se establezca en la ley de ingresos correspondiente.

Artículo 147.-…………..

………………………………..

………………………………..

………………………………..
Se aplicara una reducción de hasta el cincuenta por ciento de las cuotas y tarifas para determinar los derechos señalados en el artículo anterior o de hasta un cincuenta por ciento equivalente a la inversión en tecnología relativa a edificación sustentable, respecto de las acciones urbanistas que se encuentren apegadas a las normas aplicables a la edificación sustentable y la protección al medio ambiente. Las leyes de Ingresos respectivas deberán establecer el tipo de tecnologías a las cuales se aplicara dicha reducción  así como los topes en los montos de la inversión que será beneficiada.

En virtud de lo anterior, esta Comisión de Hacienda y Presupuestos emite la siguiente:

P A R T E   C O N S I D E R A T I V A

I.- Del estudio realizado a la iniciativa presentada, se advierte que los  autores de la misma, proponen la “Iniciativa de Ley para la Promoción Responsable del Medio Ambiente”, con la que se pretende adicionar diversas fracciones en distintos artículos de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, sin embargo, esta Comisión Dictaminadora considera importante precisar que dicha propuesta  no versa sobre una Iniciativa de Ley sino sobre una Iniciativa de Decreto, toda vez que como ya se menciono, lo que se pretende es adicionar diversas fracciones y un párrafo en distintos artículos de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, otorgando determinados beneficios fiscales a aquellos contribuyentes que cumplan con ciertos supuestos, de tal manera que la iniciativa presentada no versa sobre la creación, reforma, adición, derogación o abrogación de normas generales, impersonales y abstractas que tengan como fin otorgar derechos o imponer obligaciones a la generalidad de las personas (caso en el que se estaríamos frente a una iniciativa de ley) si no solo a aquellas que se ubiquen en la hipótesis especifica que prevea la norma que se modifique.

Lo anterior, tal y como lo establecen los artículos 148 y 149 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, que a la letra señalan:

Artículo 148.

Es iniciativa de ley la que versa sobre la creación, reforma, adición, derogación o abrogación de normas generales, impersonales y abstractas que tienen como fin otorgar derechos o imponer obligaciones a la generalidad de las personas.

Artículo 149.

1. Es iniciativa de decreto la que versa sobre la creación, reforma, adición, derogación y abrogación de disposiciones sobre el otorgamiento de derechos o imposición de obligaciones a determinadas personas y es relativa a tiempos y lugares específicos. 

De igual manera, cabe señalar que la Ley para la Promoción Responsable del Medio Ambiente no existe, siendo la Ley marco en materia ambiental a nivel estatal, la Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a la cual se hará referida constantemente en este documento. 

Por tal razón, es que en el presente Dictamen solamente se vertirán razonamientos lógico jurídicos respecto de las adiciones que pretenden  realizarse en la Ley de hacienda Municipal del Estado de Jalisco, al ser la parte medular de la iniciativa en comento, y no se hará mención alguna relativa a la Ley para la Promoción Responsable del Medio Ambiente. 

II.- Ahora bien, del análisis efectuado a la iniciativa materia de este dictamen, se deprende que los autores proponen la implementación en la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, de ciertos incentivos fiscales para aquellas empresas y organizaciones productivas que lleven a cabo acciones a favor del medio ambiente, ello a través de la adición de la fracción XVI al artículo 112, la fracción VII al artículo 131-Bis y un párrafo al artículo 147 de la Ley de Hacienda Municipal del  Estado de Jalisco, numerales mediante los cuales se otorgan una serie de descuentos en el pago del Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales, Impuesto Sobre Negocios Jurídicos y en Derechos relativos a acciones urbanistas. 

A través de la iniciativa en estudio, los promoventes argumentan entre otros puntos, medularmente lo siguiente:

· Que las empresas juegan un papal decisivo en la protección del medio ambiente, en virtud de su inexcusable capacidad para adoptar políticas, programas y acciones de gestión ambiental que ayuden a frenar el impacto de las actividades productivas sobre el ecosistema. 

· Que las empresas responsables  con conscientes de la importancia de proteger el medio ambiente, y que en México y en todo el mundo muchas organizaciones, de forma individual, han emprendido acciones y han adoptado procesos de protección y preservación del ambiente.
· Que en el ámbito internacional se han generado numerosas iniciativas para que los agentes económicos minimicen los impactos perjudiciales de su actividad productiva sobre el medio ambiente, abriendo la puerta a la generación de normas y convenciones sobre la adopción de normas y lineamientos de gestión ambiental, ya sean de cumplimiento coercible o de adhesión voluntaria mediante esquemas de autorregulación. 

· Que es evidente que las acciones en pro de la sustentabilidad se potencian de una forma mucho más sobresaliente, cuando a las iniciativas de los agentes privados, o incluso por encima de éstas, se adiciona la función promotora y reguladora de las instituciones gubernamentales de cualquier ámbito, destacando entres éstas, las iniciativas emprendidas desde los Poderes Legislativos para la creación  de un marco jurídico eficaz tanto en el propósito de imponer obligaciones como de establecer incentivos para que los sectores productivos adopten tecnologías, procedimientos y mecanismos amigables con el ambiente.
· Que el Plan Estatal de Desarrollo Jalisco 2030, reconoce la necesidad de aplicar a la estrategia general de desarrollo del estado, una serie de criterios de su sustentabilidad que impulsen la conservación de la biodiversidad y el aprovechamiento de los recursos naturales, al tiempo que se promueve la cultura ambiental y el desarrollo armónico de las personas y los ecosistemas. 

· Que entre los objetivos que asume el Plan Estatal para conseguir esa sustentabilidad, destacan los relacionados con la reducción de emisiones contaminantes a la atmósfera, los que tiene que ver con la aplicación de la normatividad ambiental para difundir el uso de alternativas energéticas y tecnológicas, y los tendientes a la aplicación de políticas de ordenamiento ecológico territorial y la evaluación del impacto ambiental como instrumento de planeación y desarrollo sustentable.

· En el ámbito municipal, el Ayuntamiento de Zapopan incluyo en su iniciativa de ley de ingresos para el ejercicio fiscal del año 2011, incentivos a las llamadas “empresas verdes”, que llevan a cabo acciones de desarrollo sustentable, protección del medio ambiente y prevención de la contaminación, y que se certifiquen bajo la norma ISO 14001-2004, así como aquellas que inviertan en tecnología, practicas, métodos y procesos de mejora e el manejo de residuos sólidos y que desarrollen acciones de minimización y valoración de los mismos, otorgando una serie de descuentos en el Impuesto Predial, Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales, Impuesto Sobre Negocios  Jurídicos, y en Derechos relativos a acciones urbanistas, generando así diversos beneficios económicos para las empresas, pus obtiene un ahorro importante al hacerse acreedores de la reducción de contribuciones municipales, sin embargo, los autores establecen que la administración municipal también se beneficia ya que aunque deja de percibir ingresos substanciales, también dejara de tener muchos gastos en materia de disposición de desechos y cuidado del medio ambiente. 

· Los autores de la iniciativa que se estudia, consideran quela iniciativa emprendida por el Ayuntamiento de Zapopan para establecer incentivos fiscales para aquellas empresas y organizaciones productivas que realicen acciones decididas a favor del ambiente deben ser reproducidas en todos los municipios del Estado, como una medida importante para la promoción del desarrollo sustentable al que aspira el Estado. 

Derivado del estudio a dicha iniciativa, esta Comisión estima que deben considerarse varios aspectos, entre los cuales se encuentran los siguientes: 

· En la actualidad hablar del cambio climático ya no es por nadie desconocido, puesto que ha generado en forma cada vez más acelerada el desequilibrio de los ecosistemas, así como la devastación de la flora y la fauna. Es así que en muchos países del mundo se están valorando alternativas que mitiguen los efectos del cambio climático  y que fomenten una cultura de responsabilidad ecológica en el ser humano. 

· El progreso en materia ambiental es parte medular para que una entidad mejore las condiciones de vida de sus habitantes. En la actualidad existen nuevos retos para combatir los cambios climáticos de nuestro planeta, y así lograr un vínculo amable entre la naturaleza y el hombre; uno de ellos es que las empresas del Estado de Jalisco cumplan con normas estratégicas que supone adaptarse a los constantes cambios tecnológicos, sociales, económicos y ambientales, pues estos ejercen influencia en la modificación de los hábitos de vida. 
· La principal función de las empresas consiste en generar beneficios para sus propietarios y/o accionistas; pero también pueden contribuir al bienestar de la sociedad con  la protección del medio ambiente, tomando  medidas para reducir el impacto negativo del ecosistema, lo que implica reducir la cantidad de dióxido de carbono generado por los procesos de la empres, así como la de utilizar menos energía eléctrica, reducción del consumo de agua, entre otras.

· En el país existen compañías con fuertes acciones en pro del medio ambiente, si bien es cierto que son empresas grandes, no dejemos de lado las pequeñas y medianas empresas (Pyme´s), puesto que en un momento determinado también contribuyen a la generación de la contaminación.               
Por lo anterior, es que existe la imperiosa necesidad de promover el progreso y el cumplimiento en materia ambiental y ecología, situación que puede lograrse a través del otorgamiento de incentivos fiscales, para lo cual, resultan muy importantes los trabajos legislativos tanto a nivel federal como estatal, en donde se incluya normas tendientes a la  búsqueda de la sustentabilidad, el cuidado ambiental y el equilibrio ecológico. 

III.- Los autores de la iniciativa en estudio, proponen la implementación en la Ley de Hacienda Municipal del estado de Jalisco, de ciertos incentivos fiscales para aquellos contribuyentes que cumplan con las normas necesarias para poder ser una empresa verde, llevando a cabo acciones a favor del medio ambiente, ello a través de la adición de la fracción XVI al artículo 112, la fracción VII al artículo 131 Bis y un párrafo al artículo 147 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, los cuales consisten en el otorgamiento de ciertos descuentos en el pago del Impuesto Sobre Negocios Jurídicos, así como en los derechos relativos a las acciones urbanistas.

Dichos beneficios tributarios constituyen instrumentos económicos de carácter fiscal, que a través del otorgamiento de estímulos o incentivos a los contribuyentes, tiene como objetivo primordial el cuidado del medio ambiente, es decir, un fin meramente extra fiscal. 

De echo la Ley Estatal de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la cual, en su artículo 12 prevé la aplicación de instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento de la política ambiental, entendiendo por esto, los mecanismos normativos y administrativos de carácter fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales las personas asumen los beneficios y costos ambientales que generan sus actividades económicas, conduciéndolas a realizar acciones que favorezcan al ambiente.

El propio ordenamiento hace una distinción respecto de los instrumentos económicos de carácter fiscal, definiéndolos como los gravámenes, beneficios y estímulos fiscales que se expidan de acuerdo a las leyes fiscales, y determina como prioritarias para tal efecto del otorgamiento de los beneficios y estímulos fiscales, las actividades relacionadas con la adquisición, instalación y operación de equipos para la prevención y disminución de las emisiones contaminantes a la atmosfera, así como cualquier otra actividad que tienda a mejorar la calidad del aire. 

La finalidad de los instrumentos económicos es la de incentivar a los particulares hacia ciertas conductas. Los estímulos fiscales forman parte de estos instrumentos y aluden a un principio básico dentro del derecho fiscal denominado extra fiscalidad, es decir, su objetivo no es recaudatorio, sino el cumplimiento de ciertos objetivos sociales, económicos, entre otros. 

Los estímulos o incentivos fiscales, consisten en un sacrificio en los ingresos tributarios que el Estado percibe, en aras de promover cierta actividad o desincentivar alguna otra. Los estímulos fiscales se han considerado como una especie de deber ineludible, que coadyuvan con el desarrollo de la sociedad, ya que a través de estos, se logran distintos objetivos económicos o sociales.

La característica primordial de un estimulo fiscal radica en el fin extra fiscal que busca, es decir, la finalidad inherente a dicho estimulo que va más allá de la recaudación tributaria, razón por la cual debe llevar consigo ciertos beneficios económicos para los contribuyentes, de tal forma que se logre de manera exitosa  la consecución de las actividades que desean incentivarse. Es decir, los estímulos fiscales encuentran su justificación en los elementos de carácter para fiscal, como lo son las actividades económicos-sociales, educativas, de vivienda, salud, ecología y medio ambiente, etc.

Así entonces, en términos de lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de los estímulos fiscales, el Estado procura fomentar, entre otros, el empleo, la inversión en actividades prioritarias y el desarrollo regional y sustentable, confiriéndoles a los contribuyentes un beneficio para que estos lo apliquen contra contribuciones a su cargo. 

En el caso que nos ocupa, la intención principal del estimulo en comento, es incentivas a los particulares y orientarlos hacia una conducta positiva con el medio ambiente. Razón, por la cual, se le otorgan al contribuyente ciertos beneficios fiscales, a manera de gratificación o premio por la actividad que incentiva.

Así pues, el objetivo de la existencia de un estimulo es la de reducir o disminuir la carga tributaria del contribuyente por una finalidad especifica del sujeto pasivo. 
Cabe señalar que los estímulos fiscales no eliminan la obligación tributaria a cargo del contribuyente, sino que únicamente conceden algún tipo de beneficio, reduciendo la carga tributaria del gobernado, con el objetivo de que dicho beneficio sea atractivo para este, y se logre así el fin que el estado pretende a través del otorgamiento del estimulo.

En la especia, el incentivo fiscal que pretende la iniciativa en estudio consiste en incentivar a los particulares a llevar a cabo acciones tendientes a proteger el medio ambiente, a través del otorgamiento de ciertos descuentos en el Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales, Impuesto Sobre Negocios Jurídicos y en los derechos relativos a acciones urbanísticas, obteniendo así un beneficio tanto el particular como la sociedad en general, toda vez que tal medida tienda en mejorar la calidad de nuestro medio ambiente. 

Por lo que claramente se desprende que el objetivo que se busca con la implementación de dicho beneficio fiscal va más allá del fin recaudatorio, ya que se pretende incentivar la conducta de los particulares en aras de que contribuyan con el cuidado de nuestro ambiente, deteniendo en cierta  manera el deterioro de éste. 

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que en tratándose de estímulos o incentivos fiscales que incidan en alguno de los elementos esenciales de la contribución (sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, etc.), les son aplicables las garantías constitucionales de equidad y proporcionalidad tributarias, puesto que trascienden en la obligación fiscal de los contribuyentes. Tal y como se lo establece el criterio jurisprudencial que a continuación se transcribe:

Novena Época. Registro: 163343. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXXII, Diciembre de 2010. Materia (s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2ª. /J. 185/2010. Página: 497
ESTIMULO FISCAL. EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD DEL ESTLABECIDO EN EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIONES I Y II, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2009, NO DEBE LLEVARSE A CABO BAJO LA ÓPTICA DE LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA TRIBUTARIA.   

Los estímulos fiscales son prestaciones económicas concedidas por el estado a una persona o grupo de personas, con el objeto de apoyarlas o fomentar su desarrollo económico o social, ante una situación de desventaja o desigualdad; pero a pesar de su denominación no siempre quedan integrados a la estructura de un tributo; es decir, algunos carecen de relevancia impositiva, ya que atienden a factores que no guardan relación con su objeto o con los elementos cuantitativos, ni parecen razonables al diseño de la mecánica tributaria y como no miden o gradúan la capacidad contributiva de los sujetos obligados, pueden surgir en un ejercicio fiscal y desaparecer en otro, sin transcender a la contribución; en cambio, los estímulos tienen relevancia impositiva cuando forman  parte de los elementos esenciales o se adicionan a la mecánica de los tributos, pues se entiende que con ellos se sigue valorando la capacidad contributiva aunque el Estado decida no recaudar una parte del monto que corresponde pagar al contribuyente. Esta diferencia material conlleva a que a ciertos estímulos fiscales les sean aplicables los principios de justicia fiscal contenidos en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos y a otros no, en  tanto que si ese beneficio de algún modo refiere a la capacidad contributaria, la constitucionalidad debe estudiarse a la luz de dichos principios,  ya que a partir de ese hecho pueden vincularse con la proporcionalidad y la equidad impositivas. En ese tenor, si el estimulo fiscal establecido en el artículo 16, apartado A, fracciones I y II, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio iscal de 2009, materializado a través de un acredita miento, se otorga a personas que realizan actividades empresariales, con excepción de la minería, que compren diesel como combustible de la maquinaria en general, salvo vehículos, es indudable que estos factores son ajenos al impuesto especial sobre producción y servicios – de donde surge el deber de pago – o al impuesto sobre la renta – con el cual se acredita -, en virtud de que no se adhieren a sus elementos esenciales como objeto, base, tasa o tarifa o integran su mecánica; de ahí que su estudio no debe llevarse a cabo bajo la óptica de los principios de justicia tributaria establecidos en el artículo 31, fracción IV, constitucional, sino de garantías individuales. 

Amparo en revisión 50/2010. Minera Peñasquito, S. A de C. V. 3 de marzo de 2010.

Cinco votos. Ponente: José Fernando González Salas. Secretario: Israel Flores Rodríguez.

Amparo en revisión 327/2010. Minerales Monclova, S. A de C.V. 12 de mayo de 2010.

Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaría: Paola Yaber Coronado. 

Amparo en revisión 328/2010. Línea Coahuila Durando, S.A de C.V. 19 de mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaría: Sofía Verónica Ávalos Díaz

Amparo en revisión 424/2010. Minera Maple, S.A de C.V y otras. 23 de junio de 2010.
Cinco votos. Ponente: Sergio salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Luis Ávalos García. 

Amparo en revisión 375/2010. Minera Bismark, S.A de C.V y otras 11 de agosto de 2010. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Rodríguez Maldonado.

Tesis de jurisprudencia 185/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de noviembre de dos mil diez. 

De igual manera resulta aplicable lo dispuesto por la siguiente tesis jurisprudencial:

Novena Época. Registro: 168676. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVII, Octubre de 2008. Materia(s): Administrativa. Tesis: V. 2o.P.A.15 A. Página: 2362
ESTÍMULOS FISCALES. CUANDO INCIDAN EN LA OBLIGACION SUSTANTIVA RELATIVA AL PAGO DE LA CONTRIBUCION, LES SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

De la tesis 2ª. /J. 183/2004, 2ª. L/2005, 1ª. /J. 56/2006 y 1ª. XCIX/2006, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXI, enero y mayo de 2005, paginas 541 y 530; XXIV, septiembre de 2006, página 56 y XXIII, junio de 2006, página 187, respectivamente, de rubros: “EQUIDAD TRIBUTARIA. ESTE PRINCIPIO RIGE EN OBLIGACIONES SUSTANTIVAS Y FORMALES, PERO EN ESTA ÚLTIMA HIPOTESIS ES BASICO QUE INCIDA DIRECTAMENTE SOBRE LAS PRIMERAS.”, “ESTÍMULOS FISCALES. DEBEN RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL QUE LES SEAN APLICABLES, CUANDO INCIDAN DIRECTA O INDIRECTAMENTE EN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA CONTRIBUCION.”, “CONTROLES VOLUMETRICOS. A LA OBLIGACION DE LLEVARLOS COMO PARTE DE LA CONTABILIDAD, CONFORME AL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO LE ES APLICABLE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A APARTIR DE 2004).” Y “PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. LAS OBLIGACIONES FORMALES QUE NO TRASCIENDEN A LA OBLIGACION FISCAL SUSTANTIVA, NO DEBEN ANALIZARSE DESDE LA ÓPTICA DE DICHO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”, se advierte que tanto la Primera como la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación han considerado que las actuaciones legislativas que generen consecuencias jurídicas particulares que incidan directa o indirectamente en el aspecto sustantivo de la obligación tributaria, es decir, cuando ello se haga por una modificación o delimitación conceptual o cuantitativa en los elementos esenciales de la contribución, mediante obligaciones formales que estén estrechamente vinculadas con la determinación de la deuda tributaria o bien, mediante el establecimiento de cualquier otra medida que modifique la cantidad que hubiere correspondido cubrir por concepto de contribuciones, deben estar sujetas a control constitucional, bajo la óptica de los principios de proporcionalidad y equidad previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De esta manera, el mencionado Alto Tribunal ha buscado que se otorgue plena vigencia a los indicados principios tributarios, para lo cual no han circunscrito su eficacia a las disposiciones legales que contiene gravámenes o que definen o modifican alguno de los elementos esenciales de la contribución, en virtud de que la obligación constitucional de concurrir al levantamiento de las cargas públicas tiene un contenido esencialmente económico que implica la disposición de recursos monetarios a favor del estado por concepto de contribuciones. De lo anterior se concluye que cuando los estímulos discales incidan en la obligación tributaria sustantiva relativa al pago de aquellas, les son aplicables los principios constitucionales referidos. Con base en las anteriores consideraciones, este órgano colegiado se aparta del criterio contenido en las jurisprudencias V.4a. J/1 y V.4º. J/2, de rubros: “ESTIMULO FISCAL. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 7o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS Y PRESUPUESTO DE INGRESOS DEL ESTADO DE SONORA, VIGENTE PARA EL EJERCICIO FISCAL DOS MIL CUATRO, NO PUEDE SER CATALOGADO COMO UNA EXENCION TRIBUTARIA Y, POR ENDE, NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.” Y “ESTIMULO FISCAL PREVSITO EN EL ARTÍCULO 7o, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS Y PRESUPUESTO DE INGRESOS PARA EL ESTADO DE SONORA, VIGENTE PARA EL EJERCICIO FISCAL DOS MIL CUATRO. NO SE RIGE BAJO LOS PRINCIPIOS REGULADORES DE LAS CONTRIBUCIONES A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL SER UN SUBSIDIO.”, publicadas en el CITADO MEDIO DE DIFUSION, Tomo XXI, enero de 2005, paginas 1566 y 1588, en las que, en relación con el principio de equidad tributaria, sostuvo una postura contraria a la que ahora se apega, al estimar que la constitucionalidad de los subsidios y estímulos fiscales no podía analizarse bajo los principios reguladores de las contribuciones, debido a que no eran aplicables los principios de justicia tributaria. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 84/2008. María Mercedes Cabrera Loustaunau. 23 de junio de 2008. Mayoría de votos, unanimidad en relación con el tema contenido en esta tesis. Disidente y Ponente: Federico Rodríguez Celis. Encargado del engrose: Óscar Javier Sánchez Martínez. Secretaria: Brenda Maritza Zárate López. 

Nota: Esta tesis se aparta del criterio sostenido en las jurisprudencias V. 4º. J/1 y V. 4º. J/2, publicadas en el Semanario Judicial de la federación y su gaceta, Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, paginas 1566 y 1588, de rubros:”ESTIMULO FISCAL. EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 7o, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS Y PRESUPUESTO DE INGRESOS DEL ESTADO DE SONORA, VIGENTE PARA EL EJERCICIO FISCAL DOS MIL CUATRO, NO PUEDE SER CATALOGADO COMO UNA EXTENCION TRIBUTARIA Y, POR ENDE, NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. “ y “ESTIMULO FISCAL PREVISTIO EN AL ARTÍCULO 7o, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS Y PRESUPUESTO DE INGRESOS PARA EL ESTADO DE SONORA, VIGENTE PARA EL EJERCICIO FISCAL DOS MIL CUATRO. NO SE RIGE BAJO LOS PRINCIPIOS REGULADORES DE LAS CONTRIBUCIONES A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL SER UN SUBSIDIO.”

Así entonces, si el beneficio fiscal en estudio mide la capacidad económica del sujeto obligado o integra esta valoración, es idóneo su estudio a la luz de los principios de justicia fisca, pues a partir de este hecho se puede vincular con la proporcionalidad y la equidad en el sentido de verificar si los recursos que aporta son producto de su capacidad contributiva, o si a otros sujetos se les da u trato preferente en el pago respectivo. 

Caso contrario seria si el estimulo no estuviera inmerso en la medición del hecho imponible o en cualquier otro de los elementos esenciales del tributo, ya que podría darse el caso de que ciertos  estímulos fiscales no queden integrados a la estructura de la contribución, debido a que el Estado puede sólo utilizarlos como instrumentos eficientes para alcanzar sus fines públicos. 

De tal manera que para determinar si le son aplicables o no los principios tributarios de equidad y proporcionalidad a un estimulo fiscal, debe atenderse a la forma en que se incorpora al esquema del tributo, ya que si actúa mediante un elemento esencial o se adiciona a su mecánica, si tiene relevancia impositiva, porque se asocia a la valoración de la capacidad contributiva de los sujetos obligados; sin embargo, no acontece lo mismo si el estímulo fiscal opera desde afuera, es decir, sin relevancia impositiva, debido a que solamente sustrae una parte del impuesto que debe soportar el contribuyente.

En la especie, el incentivo que se propone en la iniciativa materia de este dictamen, incide directamente en la tasa sobre la que se calcula el impuesto predial, es decir, en uno de los elementos esenciales o estructurales del tributo, razón por la cual si le son aplicables los principios tributarios constitucionales de proporcionalidad y equidad.

Por tales motivos, es que esta Comisión Dictaminadora considera que el incentivo fiscal que pretende otorgarse a través de un descuento o reducción en el monto final que debiera enterarse al físico municipal, al incorporarse al final de la mecánica de la contribución, disminuye en igual proporción la carga impositiva de los contribuyentes ubicados en la misma hipótesis, obteniendo éstos idéntico beneficio económico, al serles otorgados el mismo porcentaje de descuento, respetando así los principios de justicia tributaria e incentivando con dicha medida el que los contribuyentes lleven a cabo acciones de desarrollo sustentable, protección del medio ambiente y prevención de la contaminación. 

IV.- En otro orden de ideas, es importante mencionar que el artículo 12 de la Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, señala que “Los gobiernos del estado y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, diseñaran, desarrollaran y aplicaran instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la política ambiental”. 

Resultando por ende primordial que los ayuntamientos dentro de sus facultades y voluntades otorguen incentivos fiscales a los industriales, con el objetivo de que lleguen a ser una empresa verde, para así hacer más amigables los espacios dedicados a la industria y los ecosistemas que se encuentran alrededor de los mismos, generando un menor impacto a la  naturaleza. 

No obstante lo anterior, importante es señalar, que la iniciativa materia del presente Dictamen no establece con claridad y precisión cuál o cuáles serán las acciones y los parámetros a considerar o evaluar por parte de las autoridades municipales para poder otorgar el estimulo fiscal que se propone. 

Es en dicho escenario que resulta por demás importante señalar que la Gestión Ambiental se refiere a todas aquellas acciones tendientes a la  protección del medio ambiente, y tiene actores tanto a nivel Federal, Estatal como Municipal. 

La Gestión Ambiental tanto a nivel Federal, como Estatal se encuentra relativamente bien estructurada y va enfocada hacia la protección y conservación del medio ambiente;  no sucediendo lo mismo a nivel Municipal, ya que casi el 50% de los Municipios en el estado, no cuentan ni siquiera con un reglamento en materia de protección ambiental o una dirección dentro del Ayuntamiento competente para conocer de esta materia. 

Algunos municipios nunca han emprendido una línea de trabajo en esta materia, ya sea por no contar con un Departamento de Ecología dentro del Ayuntamiento, o bien, por carecer de un Reglamento Municipal que regule el sector ambiental, o en algunas ocasiones se presentan ambos supuestos, lo que se convierte en una situación alarmante y sin duda complica los criterios para el otorgamiento de los estímulos que aquí se proponen. 

Ahora bien, de acuerdo a lo establecido en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Auditoria Ambiental es un método que evalúa los procesos de una empresa respecto de la contaminación y el riesgo ambiental, el cumplimiento de la normatividad aplicable, de los parámetros internacionales y de buenas prácticas de operación e ingeniería. 

La Auditoria Ambiental es una via voluntaria y diferente a las acciones de inspección y vigilancia, promueve la identificación de oportunidades de mejora, así como también la instrumentación de proyectos que reducen la contaminación e incrementan la competitividad. 

Para fortalecer los procedimientos de autorregulación voluntaria, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA) cuenta con el “PROGRAMA NACIONAL DE AUDITORIAS AMBIENTALES” dicho Programa consiste en una serie ordenada de actividades necesarias para fomentar la realización de Auditorias Ambientales. 

El ingreso al programa es de carácter voluntario al cual pueden adherirse las organizaciones productivas que así lo deseen con la finalidad no solo de ayudarse a garantizar el cumplimiento efectivo de la legislación, sino mejorar la eficiencia de sus procesos de producción, su desempeño ambiental y su competitividad. 

Así pues, de acuerdo a la Ley General y Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, los productores, empresas u organizaciones empresariales podrán desarrollar procesos voluntarios de autorregulación ambiental, a través de los cuales mejoren su desempeño ambiental, respetando la legislación y normatividad vigente en la materia y se comprometan a superar o cumplir mayores niveles, metas o beneficios en materia de protección ambiental. 

Los responsables del funcionamiento de una empresa podrán en forma voluntaria, a través de la auditoria Ambiental, realizar el examen metodológico de sus operaciones, respecto de la contaminación y el riesgo que generan, así como el grado de cumplimiento de la normatividad ambiental y de los parámetros internacionales y de buenas practicas de operación e ingeniería aplicables, con el objeto de definir las medidas preventivas y correctivas necesarias para proteger el medio ambiente. 

Si bien es cierto, a nivel Estatal, a través de la Secretaría de Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable (SEMADES) se contemplan los procedimientos de autorregulación voluntaria o Auditoria Ambiental para la certificación de industrias limpias, también lo es que nunca se ha realizado dicho procedimiento, ni existe empresa alguna certificada por dicha Secretaría. En tanto, a nivel Federal, a través de la PROFEPA, desde hace más de tres lustros viene funcionando las acreditaciones de industrias limpias, y ya se contemplan estímulos fiscales a nivel federal, por lo que, la propuesta que aquí se dictamina vendrá a fortalecer los estímulos para aquellas empresas que mayor compromiso ambiental tengan al participar en una certificación de industria limpia. 

Por lo anterior, es que se considera importante agregar en el presente dictamen la condicionante referente a que, para que las empresas puedan hacerse acreedoras a los estímulos fiscales aquí contemplados, cuenten con la certificación expedida por la autoridad ambiental que en estos momentos esta expidiendo certificaciones y acreditaciones de cumplimientos ambientales; la Secretaría de Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable del Estado de Jalisco, quien deberá elaborar los lineamientos  técnicos necesarios que sustenten lo que deba considerarse como una empresa verde. 

Lo anterior, toda vez que la Secretaría de Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable del Estado de Jalisco es la dependencia competente en materia ecológica en nuestra entidad federativa, y se encuentra facultada para proponer normatividad reglamentaria y criterios ambientales estatales que deberán observarse en la aplicación de la política ambiental del Estado, así como promover y otorgar incentivos y proponer estímulos a favor de los particulares, que fomenten el desarrollo sustentable y contribuyan a la disminución de la contaminación y el mejoramiento de la calidad ambiental, esto conforme a lo dispuesto por el artículo 6˚ de la Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

V.- Por otro lado, es de resaltar que el otorgamiento de los incentivos o estímulos fiscales que pretende la iniciativa en estudio, de igual manera se sustenta en la última reforma efectuada a la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco  en su articulado 103, a través del Decreto 23505 publicado en el periódico oficial “El Estado de Jalisco”, el día 03 de marzo del año en curso, que establece que: “En las leyes de ingresos de cada municipio, el ayuntamiento correspondiente podrá establecer estímulos fiscales, tarifas y descuentos en materia de impuesto predial, así como los sujetos, condiciones y términos para su aplicación, de conformidad con las disposiciones de la ley en materia de promoción económica y de este ordenamiento”.

Sin embargo, esta Comisión Dictaminadora considera que en la propuesta de redacción de las fracciones y el párrafo que se adicionan a los artículos 112, 131 Bis y 147 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, se establece como una imposición u obligación para los ayuntamientos municipales el otorgar los beneficios fiscales que se pretende, a los personas físicas o morales que cumplan con las normas necesarias para ser considerados como empresas verdes, situación que violentaría su autonomía y autosuficiencia para administrar libremente su hacienda, contraviniendo  lo consagrado por el artículo 115, fracción IV de la Constitución Federal, criterio jurisprudencial derivado de la contradicción de tesis que nos permitimos invocar:
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MUNICIPIOS. LAS EXENCIONES O CUALQUIERA OTRA FORMA LIBERATORIA DE PAGO QUE ESTABLEZCAN LAS LEYES FEDERALES O LOCALES RESPECTO DE LAS CONTRIBUCIONES QUE CORRESPONDEN A LA LIBRE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE AQUÉLLOS, CONTRAVIENEN EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

De conformidad con lo dispuesto en el mencionado precepto constitucional, los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se conformará con los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, incluyendo las tasas adicionales sobre la propiedad inmobiliaria de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles, las participaciones federales que les sean cubiertas por la Federación, los ingresos derivados de la presentación de servicios públicos a su cargo, las contribuciones y otros ingreso que las legislaturas establezcan a su favor; además, el citado artículo constitucional prevé la prohibición expresa para que las leyes federales y locales establezcan exenciones a favor de persona o institución alguna, respecto de las contribuciones señaladas. En consecuencia, si en dichas leyes se establece una exención o cualquiera otra forma liberatoria de pago, con independencia de la denominación que se le dé, y se limita o prohíbe la facultad otorgada a los Municipios de recaudar las mencionadas contribuciones, es innegable que ello resulta contrario al referido artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que afecta el régimen de libre administración hacendaria, en virtud de que al no poder disponer y aplicar esos recursos para satisfacer las necesidades fijadas en las leyes y para el cumplimiento de sus fines públicos, les resta autonomía y autosuficiencia económica. 

Controversia constitucional 13/2002. Municipio de Hermosillo, estado de sonora. 20 de mayo de 2003. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José de Jesús Gudiño Pelayo y José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy catorce de julio en curso, aprobó, con el número 44/2003, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a catorce de julio de dos mil tres. 

De tal manera, que para que esta Soberanía no conculque tales principios, es menester que sea el Municipio quien libremente pueda proponer a la Legislatura el establecer algún incentivo o estimulo fiscal a favor de los particulares, ya sea a través de descuentos o reducciones en las obligaciones tributarias de los contribuyentes o través de distintos medios, siendo el Municipio el que determina qué cantidades necesita recaudar para brindar mejores servicios a sus habitantes, por lo que al obligarlo a otorgar ciertos beneficios se vulneraria la autonomía que por disposición constitucional se le otorga para la libre administración de su hacienda, pudiendo llegar a afectarlo en su recaudación, y por ende, en sus egresos.

En ese sentido, una vez analizada la iniciativa que ahora se dictamina, esta Comisión de Hacienda y Presupuestos, considera que la misma se debe aprobar con modificaciones, emitiendo la siguiente:

P A R T E   R E S O L U T I V A 
Por lo anteriormente expuestos, fundado y motivado, con base en las consideraciones señaladas y conforme a lo que estipulan los artículos 157 y 159 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, esta Comisión de Hacienda y Presupuestos RESUELVE someter a la consideración de la Honorable Asamblea, el siguiente Dictamen de:

DECRETO

QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTÍCULO 112; ADICIONA LA FRACCIÓN VII AL ARTÍCULO 131BIS; Y ADICIONA EL QUINTO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 147, DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 112.- […]
[…]

I….XV

XVI. Las transmisiones que se realicen  mediante actos o contratos objeto de este impuesto, por personas físicas o morales que se les lleve a cabo una auditoria ambiental por parte de la secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, misma que deberá emitir el dictamen técnico respectivo, sobre la procedencia de la solicitud para la obtención de estímulos fiscales, en actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, de conformidad con  la Ley Estatal del Equilibrio Ecológico y la  Protección al Ambiente; o bien, que la dirección o departamento de ecología o medio ambiente del municipio de que se trate, lleve a cabo una inspección ambiental  a dichas personas y como resultado de la misma se obtenga la aprobación del municipio respectivo de este estimulo fiscal por actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, conforme al reglamento de ecología o medio ambiente municipal correspondiente; podrán ser beneficiados con la aplicación de la tarifa que se establezca en la ley de ingresos correspondiente. 

Artículo 131 Bis.- […]

I… VI

VII. Las personas físicas o jurídicas que se les lleve a cabo una auditoria ambiental por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, misma que deberá emitir el dictamen técnico respectivo, sobre la procedencia de la solicitud para la obtención de estímulos fiscales, en actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, de conformidad Ley estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; o bien, que la dirección o departamento de ecología o medio ambiente del municipio de que se trate, lleve a cabo una inspección ambiental a dichas personas y como resultado de la misma se obtenga la aprobación del municipio respectivo de este estimulo fiscal por actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, conforme al reglamento de ecología o medio Ambiente municipal correspondiente; podrán ser beneficiados con la aplicación de la  tarifa que se establezca en la ley de ingresos correspondiente. 

Artículo 147.- […]

[…]

[…]

[…] 

Se podrá aplicar una reducción de hasta el cincuenta por ciento de las cuotas y tarifas para determinar los derechos señalados que se establezcan en la ley de ingresos correspondiente, respecto de las acciones urbanísticas que sigan el modelo de edificación sustentable en Jalisco que realicen las personas físicas o jurídicas que se les lleve a cabo una auditoria ambiental por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, misma que deberá emitir el dictamen técnico respectivo, sobre la procedencia de la solicitud para la obtención de estímulos fiscales, en actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, de conformidad con la Ley estatal del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; o bien, que la dirección o departamento de ecología o medio ambiente del municipio de que se trate, lleve a cabo una inspección ambiental a dichas personas y como resultado de la misma se obtenga la aprobación del municipio respectivo de este estimulo fiscal por actividades de prevención y disminución de la contaminación ambiental, conforme al reglamento de ecología o medio ambiente municipal correspondiente. 

ARTICULOS TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.

SEGUNDO.- Treinta días hábiles después de la publicación del presente decreto, la Secretaría de Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable del Estado de Jalisco emitirá los lineamientos para la expedición de las constancias respectivas a los contribuyentes que acrediten el cumplimiento de los beneficios fiscales implementados en el presente Decreto.

ATENTAMENTE

Guadalajara, Jalisco, octubre de 2011.
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